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En el momento de elaborarse la Constitución, la tutela del medio

ambiente se había convertido ya en una de las grandes cuestiones de

nuestro tiempo, ocupando un lugar relevante en el debate político,

social y económico, pero también en el intelectual y académico y, por

supuesto, en el jurídico. Es sobre todo a partir de los años setenta del

pasado siglo cuando, factores bien conocidos (entre los que se encuen­

tran, por citar algunos, la crisis del petróleo, el riesgo nuclear, el creci­

miento de la población mundial o la masificación de las grandes ciu­

dades, con los consiguientes problemas de contaminación), habían

llevado a cuestionar la manera tradicional de entender la relación del

hombre con el mundo natural que lo rodea, a llamar la atención sobre

los nuevos riesgos del planeta y a poner sobre la mesa la necesidad de

un cambio de paradigma en el modo de enfocar esa relación. Sólo una

política medioambiental adecuada puede garantizar al hombre la nece­

saria calidad de vida y asegurarla para las generaciones venideras. Esa

preocupación, que se tradujo pronto en todo tipo de acciones y movi­

mientos y condujo a la primera Conferencia de Naciones Unidas sobre

el Medio Humano, celebrada en Estocolmo en 1972, llegó también al

mundo jurídico, viéndose en el Derecho un instrumento imprescindi­

ble para poner límites a la acción destructora de la naturaleza y garan­

tizar al hombre un entorno adecuado a las exigencias de su dignidad y
al desarrollo de su personalidad.

A esos retos, entonces novedosos, fue sensible el constituyente es­

pañol que introdujo un artículo, el 45, que impone a los poderes pú­

blicos la obligación de velar por la utilización de los recursos natura­
les y defender y restaurar el medio ambiente (apartado 2), acudiendo,

cuando sea necesario, a sanciones penales o administrativas (apartado

3). y que, con carácter previo, proclama tanto un derecho al medio

ambiente adecuado como un deber de conservarlo (apartado 1). Este

precepto, con el que nuestra Constitución se incorporó a la «avanza-
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